P R O Y E C T O   D E   L E Y

LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS Y SENADORES DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONA CON FUERZA DE  LEY

Artículo 1: Declárase la necesidad de la reforma del Capítulo Único “Del régimen municipal” de la la Sección Séptima de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, a través de una Convención Reformadora convocada según la presente ley.

Artículo 2: La Convención Reformadora sesionará en la ciudad de La Plata y tendrá un plazo de noventa (90) días corridos para cumplir su tarea. Dictará su propio reglamento, elegirá sus autoridades y dispondrá del presupuesto que se le asigne.

Artículo 3: Convócase a elecciones de diputados convencionales, en los términos del artículo 208 de la Constitución Provincial. El Poder Ejecutivo realizará la convocatoria dentro de los sesenta (60) días de promulgada la presente.

Artículo 4: El cargo de convencional tendrá las mismas incompatibilidades previstas en el artículo 72 de la Constitución Provincial. Los cargos de convencional y de legislador provincial (diputado o senador) no son incompatibles entre sí.

Artículo 5: De forma.

FUNDAMENTOS

Urge una inmediata e imprescindible reforma de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires que tenga, por prioritario objetivo la modificación del Capitulo VII referida a nuestro régimen municipal. 

Mucho podría argumentarse sobre la necesidad de este proyecto que ahora presentamos; pero el mismo, recoge diversos y amplios antecedentes que adquieren singular particularidad en el caso que presenta el régimen bonaerense. 

Efectivamente, el movimiento público asociado a lo que se ha dado en llamar el nuevo derecho público se inicia casi hace dos décadas constituyendo en este período la más valiosa referencia sobre la modernización y actualización de las distintas cartas estaduales. En todas ellas, se consagró la autonomía municipal como una facultad plena y decisoria que se atribuye a los gobiernos locales que junto a la raigambre sociológica que se les reconoce y a criterios de efectiva descentralización, han traducido definitivamente la ontología y operatividad del federalismo. 

En esta línea argumental no se puede dejar de señalar que muchas constituciones provinciales han acentuado sus procesos reformistas en una clara dinámica donde el espíritu y la letra constitucional acompañan las exigencias perentorias de este tiempo. Esta tendencia adquiere su consagratoria finalidad con la reforma de la Constitución Nacional, llevada a cabo en el año 1994, en cuyo artículo 123 se plasma unívoca y categóricamente las potestades recién aludidas. El artículo 123 complementa y perfecciona la garantía de nuestro sistema institucional, consagrando un auténtico federalismo de base municipal. Lo hace con una manda que no permite interpretaciones dilatorias ni potestades que puedan desvirtuar o desnaturalizar tan significativo principio. 

Sin embargo, la Provincia de Buenos Aires, cuya Constitución se modifica con simultaneidad a la realizada en el paraninfo de Paraná-Santa Fé, acentúa su histórico retraso en este vital tema, al mantener con literalidad el régimen previsto en la Carta de 1934. Tal grave omisión se diseña desde dos concepciones: se desoye el explícito mandato federal y se petrifica en un sistema local cuya genealogía nos remite a la Constitución de 1889. Este llamativo desajuste ha dado lugar a una profusa literatura ius publicista, a la denuncia de voces autorizadas en distintos simposios y congresos nacionales e internacionales, provocando la Provincia un paradigmático testimonio de retraso y rebeldía. 

Tal falta lleva connotaciones que resulta indefectible señalar. Por un lado, el desfasaje institucional al impedir integrar nuestro régimen municipal en el campo predominante que nos ofrecen hoy las instituciones locales en nuestra Nación. Por el otro, al generar una involución de severas e impredecibles consecuencias. 

Nos referimos, entre otros temas, a la ausencia de mecanismos de participación ciudadana, a los deficientes criterios de control, a la falta de una elemental regionalización de nuestro territorio, con los efectos desmotivantes que una tendencia de este tipo imponen. No podemos dejar de observar que a la rica idiosincrasia e historia que presenta nuestra Provincia se suman su magnitud demográfica -constituyendo su índice el 38% de la población total del país- y una morfología que ofrece en el área metropolitana un fabuloso aglomerado que ha forzado en su crecimiento y consolidación su posicionamiento en el concierto de las metrópolis más importantes del mundo. 

A este cuadro de situación debemos agregar una serie de leyes dictadas durante la última década que han profundizado el relevamiento citado. Nos referimos (una vez más a título ilustrativo) al Estatuto del empleado público municipal, a las distintas leyes sobre creación de municipios, a la ley de presupuesto base cero, a la modificación del Código de Tránsito y tantos otros marcos regulatorios equivalentes de clara incidencia sobre la vida municipal. Párrafo aparte merecen las continuas modificaciones de la Ley Orgánica de Municipalidades (Decreto/Ley 6769/58) que a lo largo de casi cinco décadas no ha hecho otra cosa que sumar anexiones en cuya parcialidad se ha conmovido el cuerpo y carácter de esta norma programática. 

Podemos colegir sin duda que la suma de anomalías detalladas ofrecen un panorama tan palmario como imperioso en su resolución. 

 Distintas fuerzas  políticas han asumido a lo largo de su trayectoria la defensa incalificable del municipalismo argentino, como un pilar decisivo de nuestra construcción ciudadana y una fuente de doctrina irremplazable. Con este espíritu debemos señalar que han sido numerosos los proyectos presentados para reformar el capítulo municipal de nuestra Carta Provincial, y valiosos y significativos los antecedentes legislativos que obran en este orden. ¿acaso se puede obviar la ley 10.859 del año 1989 que fuera plebiscitada el 5 de agosto de 1990, y que contenía una avanzada y valiosa propuesta sobre el quehacer local?. 

Nada de esto le es ajeno al presente proyecto, y por el contrario en la fuente de estos antecedentes se nutre la legitimidad y oportunidad de esta iniciativa. Formulación que entendemos inexorablemente debe llevarse a cabo a través de una Convención Constituyente, de plena conformidad con lo preceptuado en nuestra Carta Provincial. Las razones que abonan esta modalidad son, por cierto, muchas y variadas, pero resulta pertinente señalar las más destacadas.

Nos encontramos frente a una real y efectiva reforma parcial de la Constitución que traduce una modificación estructural al sistema imperante. La consagración de la autonomía plena, la potestad de llamar a las respectivas convenciones constituyentes locales, la transferencia definitiva de nuevas competencias, la atribución de recursos que consoliden estas facultades, entre otros tópicos, nos indican con clara precisión que la única herramienta para materializar tales propósitos es el llamado a una Convención. 

La utilización de otra instancia -en este caso, la enmienda y el llamado posterior a plebiscito- conmoverían estos propósitos, encapsulando la envergadura de las metas procuradas en un instrumento cuya insuficiencia resultaría manifiesta. No debemos olvidar que la enmienda según conteste opinión constitucional expresa un ajuste del sistema y su método es de aplicación cuando el mismo tiene por finalidad la actualización o calificación de preceptos que no comprometen a la viva esencia del sistema al que se integran. 

Por otra parte, el debate de todas las fuerzas representativas garantizado por una Convención, otorgará el sólido espíritu y antecedente que exige esta propuesta y compensa a su vez la inaudita orfandad que caracterizó a la cuestión en la reforma constitucional del año 1994. 

Por todo lo expuesto, elevamos a consideración de ése Honorable Cuerpo el presente proyecto de ley, que contempla el llamado a Convención Constituyente para la reforma del Capítulo VII de nuestra Carta Provincial, con la seguridad que este anhelo constituye el más fiel reflejo de una comunidad política decidida a saldar los prioritarios temas que nuestra actualidad demanda.

